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otro Organismo que así lo requiera. Los costos que se originen de las solicitudes serán 
cubiertas por la respectiva Entidad Promotora de Salud (EPS).

Artículo 12. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 26 de octubre de 2015.

El Ministro de Salud y Protección Social,

Alejandro Gaviria Uribe.

1 INSTRUCCIONES PARA EL DILIGENCIAMIENTO DEL FORMATO 
“GIRO RECURSOS BOCAS”

INSTRUCCIONES GENERALES
n La entidad debe diligenciar la totalidad de los campos deinidos en el presente formato.
n Los valores deben ser ingresados sin utilizar puntos o comas para separar miles o 

millones de pesos. Cuando el valor tenga cifras decimales, utilice el punto como separador 
de decimales.

• La Entidad Promotora de Salud debe remitir este formato a la Dirección de Fondos 
de la Protección Social del Ministerio debidamente diligenciado y suscrito, así como en 
formato digital.

• Las facturas registradas en el presente formato deberán ser diligenciadas en orden 
cronológico según su antigüedad.

INSTRUCCIONES ESPECÍFICAS
1. NOMBRE DE LA EPS O CCF. Registre el nombre de la Entidad Promotora de 

Salud o Caja de Compensación Familiar que reporta la información.
2. NIT. Registre el NIT de la Entidad Promotora de Salud o Caja de Compensación 

Familiar que reporta la información.
3. CÓDIGO DE LA EPS O CCF. Registre el Código asignado por la Superintendencia 

Nacional de Salud a la Entidad Promotora de Salud o Caja de Compensación Familiar que 
reporta la información.

4. NIT DE LA IPS O PROVEEDOR. Registre el NIT del Prestador o Proveedor de 
servicios y tecnologías de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud al cual serán 
girados los recursos de la suscripción de los BOCAS.

5. NOMBRE DE LA IPS O PROVEEDOR. Registre el Nombre del Prestador o 
Proveedor de servicios y tecnologías de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud al 
cual serán girados los recursos de la suscripción de los BOCAS.

6. NÚMERO DE LA FACTURA. Registre el número de la factura a pagar al Prestador 
o Proveedor de servicios y tecnologías de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud 
al cual serán girados los recursos de la suscripción de los BOCAS.

7. FECHA. Registre la fecha de radicación de la factura a pagar al Prestador o Proveedor 
de servicios y tecnologías de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud al cual serán 
girados los recursos de la suscripción de los BOCAS.

8. VALOR FACTURA. Registre el valor de la factura a pagar al Prestador o Proveedor 
de servicios y tecnologías de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud al cual serán 
girados los recursos de la suscripción de los BOCAS.

9. VALOR A PAGAR. Registre el valor a pagar de la factura al Prestador o Proveedor 
de servicios y tecnologías de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud al cual serán 
girados los recursos de la suscripción de los BOCAS.

10. REPRESENTANTE LEGAL DE LA EPS. Registre la información del gerente o 
representante legal de la EPS, incluyendo irma, nombre y cédula.

(C. F.).

Ministerio de Minas y energía

Decඋeඍඈඌ

DECRETO NÚMERO 2108 DE 2015

(octubre 26)
por el cual se adiciona el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Minas y 
Energía, 1073 de 2015, en lo relacionado con las medidas para garantizar la prestación del 
servicio público domiciliario de energía eléctrica, durante la ocurrencia de circunstancias 

extraordinarias que pongan en riesgo su prestación.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitu-
cionales, en especial las que le coniere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, los artículos 1°, 2°, 4° y 14 numeral 14.25 de la Ley 142 de 1994 y los artículos 
3° y 4° de la Ley 143 de 1994,

CONSIDERANDO:
Que por mandato del artículo 334 de la Constitución Política corresponde al Estado 

la dirección general de la economía, para lo cual intervendrá, por disposición de la ley, 
entre otros asuntos, en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía en 
un marco de sostenibilidad iscal, buscando el mejoramiento de la calidad de vida de los 
habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneicios del desarrollo y 
la preservación de un ambiente sano.

Que el artículo 365 de la Constitución Política establece que los servicios públicos son 
inherentes a la inalidad social del Estado y es deber de este asegurar su prestación eiciente 
a todos los habitantes del territorio nacional.

Que el artículo 370 de la Constitución Política asigna al Presidente de la República la 
función de señalar, con sujeción a la ley, las políticas generales de administración y control 
de eiciencia de los servicios públicos domiciliarios.

Que de conformidad con lo previsto en el artículo 4° de la Ley 142 de 1994 en con-
cordancia con el artículo 14 de la misma ley, la prestación del servicio público de energía 
eléctrica y sus actividades complementarias, constituyen servicios públicos esenciales.

Que el artículo 2° de la Ley 142 de 1994 establece que el Estado intervendrá en los 
servicios públicos domiciliarios conforme a las reglas de competencia de que trata la ley 
entre otros ines, para garantizar su prestación continua, ininterrumpida, sin excepción 
alguna, salvo cuando existan razones de fuerza mayor o caso fortuito o de orden técnico o 
económico que así lo exijan.

Que el artículo 3° de la Ley 142 de 1994, dispone que constituyen instrumentos para la 
intervención estatal en los servicios públicos todas las atribuciones y funciones asignadas a 
las entidades, autoridades y organismos de que trata dicha ley, en lo relativo con la gestión 
y obtención de recursos para su prestación y en la deinición del régimen tarifario, así como 
la regulación de la prestación de los servicios públicos.

Que la ocurrencia de circunstancias extraordinarias que amenacen afectar o que afecten 
la debida prestación del servicio público domiciliario de energía eléctrica y sus actividades 
complementarias, requieren la intervención del Estado a in de propender por la implemen-
tación de acciones que permitan superar los efectos adversos durante el tiempo en que se 
presenten tales circunstancias.

Que de conformidad con el artículo 74 de la Ley 142 de 1994 corresponde a la Co-
misión de Regulación de Energía y Gas (CREG) regular el ejercicio de las actividades de 
los sectores de energía y gas combustible para asegurar la disponibilidad de una oferta 
energética eiciente.

Que el artículo 23 de la ley 143 de 1994, atribuyó a la Comisión de Regulación de 
Energía y Gas (CREG), la función de crear las condiciones para asegurar la disponibilidad 
de una oferta energética eiciente, capaz de abastecer la demanda bajo criterios sociales, 
económicos, ambientales y de viabilidad inanciera.

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese el artículo 2.2.3.2.1.4 a la sección 1 “Generación, Transmisión, 

Distribución y Comercialización” contenida en el Capítulo 2 “Actividades Principales y 
complementarias del Sector Eléctrico” del Título III de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1073 
de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector de Minas y Energía, con el siguiente texto:

“Artículo 2.2.3.2.1.4. Adopción de medidas en situaciones extraordinarias. La Comisión 
de Regulación de Energía y Gas (CREG), ante la presencia de circunstancias extraordi-
narias que afecten o amenacen afectar la prestación del servicio público domiciliario de 
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energía eléctrica y sus actividades complementarias, adoptará las medidas necesarias para 
garantizar la continuidad y coniabilidad en la prestación del servicio público domiciliario 
de energía eléctrica y sus actividades complementarias.

Parágrafo. Las medidas que adopte la Comisión de Regulación de Energía y Gas 
(CREG) en desarrollo de lo dispuesto en el presente artículo, tendrán vigencia hasta por 
seis (6) meses prorrogables. La Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG), estará 
obligada a levantar las medidas adoptadas, una vez se restablezca la normalidad”.

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 26 de octubre de 2015.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Minas y Energía,

Tomás González Estrada
El Director General del Departamento Nacional de Planeación,

Simón Gaviria Muñoz.

Ministerio de aMbiente  
y desarrollo sostenible

Decඋeඍඈඌ

DECRETO NÚMERO 2109 DE 2015

(octubre 26)
por el cual se designa representante del Presidente de la República.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le conieren el numeral 13 del artículo 189 de la Constitución 
Política de Colombia, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 26 de la Ley 99 de 1993 establece que el Consejo Directivo de las 

Corporaciones Autónomas Regionales estará conformado por: “b) Un representante del 
Presidente de la República”.

DECRETA:
Artículo 1°. Designar al doctor César Miguel Riascos Noguera, identiicado con cédula 

de ciudadanía número 79285498 como representante del señor Presidente de la República 
de Colombia, en el Consejo Directivo de la Corporación Autónoma Regional del Magda-
lena (Corpamag).

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 26 de octubre de 2015.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Gabriel Vallejo López.

unidades adMinistrativas esPeciales

Comisión de Regulación de Energía y Gas

Reඌඈlඎciඈඇeඌ

RESOLUCIÓN NÚMERO 175 DE 2015

(octubre 23)
por la cual se modiica una norma sobre registro de contratos de energía establecida en 

la Resolución CREG 157 de 2011.
La Comisión de Regulación de Energía y Gas, en ejercicio de sus atribuciones cons-

titucionales y legales, en especial las conferidas por las Leyes 142 y 143 de 1994, y en 
desarrollo de los Decretos 1524, 2253 de 1994 y 1260 de 2013.

CONSIDERANDO QUE:
Según la Ley 143 de 1994, artículo 4°, el Estado, en relación con el servicio de elec-

tricidad, tendrá como objetivos en el cumplimiento de sus funciones, los de abastecer la 
demanda de electricidad de la comunidad bajo criterios económicos y de viabilidad inan-
ciera, asegurando su cubrimiento en un marco de uso racional y eiciente de los diferentes 
recursos energéticos del país; asegurar una operación eiciente, segura y coniable en las 
actividades del sector y mantener los niveles de calidad y seguridad establecidos.

La Ley 143 de 1994, artículo 20, deinió como objetivo fundamental de la Regulación 
en el sector eléctrico, asegurar una adecuada prestación del servicio mediante el aprovecha-
miento eiciente de los diferentes recursos energéticos, en beneicio del usuario en términos 
de calidad, oportunidad y costo del servicio.

La regulación es una actividad continua que comprende el seguimiento de la evolución 
del sector correspondiente y que implica la adopción de diversos tipos de decisiones y 
actos adecuados tanto a orientar la dinámica del sector hacia los ines que la justiican en 
cada caso, como a permitir el lujo de actividad socio-económica respectivo. De esto hace 
parte igualmente el seguimiento del comportamiento de los agentes, a in de orientar sus 
actividades dentro de los ines perseguidos en materia de servicios públicos, de acuerdo 
con lo previsto en la Ley 142 de 19941.

1 Corte Constitucional, Sentencia C-150 de 2003.

Así mismo, se ha precisado por parte de la jurisprudencia constitucional que, las medidas 
regulatorias que se adopten deben propender tanto por la convergencia entre los intereses 
colectivos que persigue la prestación de los servicios públicos, como por aquellos intereses 
de las empresas en relación con la competencia, la iniciativa privada y la libertad de empresa, 
entendidas como la existencia de “relaciones jurídicas de equilibrio entre usuarios y las 
empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios”2.

Dicha convergencia a través de los mecanismos regulatorios debe garantizar el equilibrio 
entre la libertad económica (incentivo económico), la promoción de intereses colectivos 
concretos y la prestación de servicios públicos, es decir, la regulación ha de propender por 
hacer compatibles los intereses privados, que actúan como motor de la actividad económica, 
con la satisfacción de las necesidades colectivas3. Sobre este punto expone la Corte:

“Los órganos de regulación han de ejercer sus competencias con miras a alcanzar 
los ines que justiican su existencia en un mercado inscrito dentro de un Estado social y 
democrático de derecho. Estos ines se pueden agrupar en dos clases, a pesar de su varie-
dad y especiicidad. La primera clase comprende los ines sociales que el mercado por sí 
mismo no alcanzará, según las prioridades de orden político deinidas por el legislador 
y de conformidad con el rango temporal que este se ha trazado para alcanzarlos. La se-
gunda clase abarca los ines económicos atinentes a procurar que el mercado funcione 
adecuadamente en beneicio de todos, no de quienes dentro de él ocupan una posición 
especial de poder, en razón a su predominio económico o tecnológico o en razón a su 
acceso especial al proceso de toma de decisiones públicas tanto en el órgano legislativo 
como en los órganos administrativos clásicos”.

(…)
“La regulación, en tanto que mecanismo de intervención del Estado, busca garan-

tizar la efectividad de los principios sociales y el adecuado funcionamiento del mercado 
(…)”.4 (Resaltado fuera de texto).

Adicionalmente, se debe tener en cuenta que, con respecto al alcance de las facultades 
regulatorias con las que cuenta esta Comisión, la Honorable Corte Constitucional ha pre-
cisado lo siguiente:

“Por último, el artículo 73 de la Ley 142 de 1994 consagra un catálogo amplio y detalla-
do de las (26) funciones y facultades generales atribuidas a las Comisiones de Regulación 
para el cumplimiento de las tareas asignadas, con el objeto de (i) regular los monopolios 
cuando la competencia no sea posible, (ii) promover la competencia entre los prestadores 
de servicios públicos, (iii) garantizar que las operaciones sean económicamente eicientes, 
(iv) evitar abuso de la posición dominante y (v) asegurar servicios de calidad.

Los ines y parámetros a los que aluden estas normas, antes que genéricos e indetermina-
dos, comprenden una enunciación detallada y concreta dirigida al cumplimiento de las metas 
de la regulación en servicios públicos. Metas que, según ha reconocido la jurisprudencia 
constitucional, no son exclusivamente económicas sino que también buscan asegurar ‘la 
compatibilidad de un mercado eiciente con los principios del Estado social de derecho, 
dentro de una democracia participativa en la cual los derechos de todos los usuarios sean 
efectivamente protegidos y garantizados’”. (Resaltado fuera de texto).

Actualmente la Resolución CREG 157 de 2011 establece una serie de requisitos que 
deben ser veriicados por el ASIC para llevar a cabo el registro de contratos de largo plazo.

Así mismo, se deben tener en cuenta que en el país se están presentando condiciones 
de caudales bajos en los ríos a causa de la presencia del Fenómeno de “El Niño”, que han 
derivado en mayores precios en la bolsa de energía que afectan a los agentes que compran en 
bolsa. De acuerdo con lo anterior, se entiende que en la medida en la que un agente registre 
contratos de compra de energía disminuye su exposición en bolsa, por lo que se considera 
conveniente lexibilizar uno de los requisitos exigidos para el registro de contratos a largo 
plazo previstos en el artículo 15 de la Resolución CREG 157 de 2011.

Es por esto que las medidas regulatorias que hacen parte de la presente resolución, con el 
propósito de reducir la exposición en bolsa por parte de estos agentes, se expiden atendiendo 
los ines y objetivos previstos en las Leyes 142 y 143 de 19945, a in de garantizar la presta-
ción eiciente del servicio público de energía eléctrica, el buen funcionamiento del mercado, 
los ines sociales del Estado6, así como la satisfacción del interés general; esto, sin afectar, 
ni alterar los riesgos a los que se enfrenta el mercado de energía y los agentes en materia de 
garantías, de la misma forma que atiende la situación energética actual, la cual requiere de 
medidas e instrumentos que permitan, entre otras, la continuidad en la prestación del servicio.

Con base en lo establecido en el artículo 4° del Decreto 2897 de 20107, reglamentario 
de la Ley 1340 de 2009, se respondió el cuestionario establecido por la Superintendencia de 
Industria y Comercio para efectos de evaluar la incidencia sobre la libre competencia de los 
mercados, donde aplicando las reglas allí previstas, la respuesta al conjunto de preguntas fue 
negativa, en la medida en que no plantea ninguna restricción indebida a la libre competencia.

De conformidad con lo establecido en el parágrafo del artículo 9° del Decreto 2696 
de 20048 y el numeral 4 del artículo 1° de la Resolución CREG 097 de 2004, la Comisión 
decidió por unanimidad no someter la presente resolución a las disposiciones sobre pu-
blicidad de proyectos de regulación previstas en el citado decreto, debido a la existencia 
de razones de orden económico, de conveniencia general y de oportunidad, toda vez que 
de no adoptar estas medidas en relación con el registro de estos contratos, no permitiría 

2 Corte Constitucional, Sentencia C-075 de 2006.
3 Corte Constitucional, Sentencia C-353 de 2006.
4 Corte Constitucional, Sentencia C-150 de 2003.
5 En relación con el alcance y las inalidades que persigue el ejercicio de la facultad de regulación por 

parte de las Comisiones de Regulación, ver entre otras las sentencias de la Honorable Corte Constitu-
cional C-150 de 2003, C-1162 de 2000, C-186 de 2011.

6 Corte Constitucional, Sentencia C-075 de 2006, Sentencia C-150 de 2003, C-1120-05 Consejo de 
Estado, Sala de lo contencioso administrativo, Sección primera, Consejero ponente: doctor: Rafael 
E. Ostau de Lafont Pianeta, Bogotá, D. C., treinta (30) de abril de dos mil nueve (2009), Núm. Rad.: 
11001 032400020040012301.

7 Se debe precisar que estas disposiciones se encuentran recogidas actualmente en los numerales 2.2.2.30 
y siguientes del Decreto 1074 de 2015.

8 Se debe precisar que estas disposiciones se encuentran recogidas actualmente en los numerales 2.2.13.1 
y siguientes del Decreto 1078 de 2015.


